

Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO DE COMUNICACIÓN


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo de nuestra provincia, gestione ante el Poder Ejecutivo de la Nación una prórroga de la suspensión a las ejecuciones judiciales, prevista en la legislación de emergencia económica y social y mientras dure ésta, como así también que el Estado Nacional prevea o aplique un índice de cálculo diferencial respecto de los pasivos de las pequeñas y medianas empresas, incluidas las rurales, que mantengan deudas con el sistema financiero y con empresas de servicios públicos.

Señor Presidente:





La gestión que se solicita realice el Sr. Gobernador de la Provincia, a través del organismo que corresponda ante el Poder Ejecutivo de la Nación, responde a una cuestión de estricta justicia.





Los distintos medios gráficos de las ciudades de Rosario y Santa Fe, se han hecho eco en los últimos días de la situación de crisis que se plantearía en la Provincia y en el resto del país en caso de no prorrogarse en el tiempo la suspensión de las ejecuciones judiciales, prevista oportunamente por la legislación de emergencia económica y social.





Distintas agrupaciones, entre ellas: Asociación de Defensa de la Vivienda Unica de Rosario (ADEVU), Asamblea de Pequeños y Medianos Empresarios (APyME), Asociación de Usuarios de Servicios Financieros, Asamblea de Derechos Sociales, entre otras, plantean que “hay más de 120.000 potenciales ejecuciones en la Provincia de Santa Fe”.





Entre los principales ejecutores figuran la AFIP, Aguas Provinciales de la Provincia de Santa Fe, Banco Hipotecario, Municipalidad de Rosario, más las ejecuciones de hipotecas por créditos personales y expensas impagas. (“El Litoral”, 29 de julio de 2002).





Si a esto le sumamos que al finalizar la feria judicial, se han incrementado las presentaciones de demandas en este sentido, sin lugar a duda que el número mencionado sería más abultado.





El desequilibrio jurídico que se ha plasmado en la realidad en los últimos 7 meses, no se puede ver agravado al dar por finalizado el período de suspensión de las ejecuciones.





Sin duda que aquel que sea privado de su vivienda o de sus instalaciones comerciales, aumentaría el estado de emergencia que el gobierno nacional ha planteado, ya que lanzaría a muchas familias a la calle y aumentaría el número de desocupación, que ya hoy a trepado a niveles que nunca pensamos se corresponderían con nuestra realidad.





Se debe entender que no se está priorizando los derechos de los deudores, en detrimento de los derechos de los acreedores, ni que no se está respetando el deber de honrar las deudas. Lo que con esta prórroga se está priorizando, es una salida justa y gradual, que tiene que ver con el establecimiento de un plan económico y social sustentable, que contemple la crisis terminal en que están sumidos millones de Argentinos.





Estos son los convidados de piedra, que no han participado de la licuación de deudas y que hoy, no casualmente, son “ejecutados” por muchas empresas e instituciones que se han beneficiado con las últimas disposiciones del Estado.





Contemplar los derechos de los damnificados, sin duda que sería en beneficio de reinstalar en la sociedad, el principio constitucional de igualdad de oportunidades. Es por eso que debemos preocuparnos y ocuparnos en forma inmediata de esta situación por demás de difícil.





Para evitar agudizar la crisis que se vive en la Provincia y en la nación, transformándola en un caos social incontrolable, es que solicito a mis pares que acompañen con su voto, al presente pedido de comunicación.

